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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 28 de 
noviembre de 2024, ha examinado 
el expediente de resolución del 
contrato de obra suscrito entre la 
Diputación Provincial de xxx1 y 
qqqq, S.L., y a la vista del mismo y 
tal como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 

DICTAMEN 462/2024 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 15 de octubre de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de resolución del contrato 
de obra de renovación de las redes de abastecimiento de agua de las calles 
ccc1, ccc2 y otras en el municipio de xxx2, suscrito entre la Diputación Provincial 
de xxx1 y qqqq, S.L. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 24 de octubre de 2024, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 462/2024, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal y como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia a 
la consejera Sra. Ares Gonzalez. 

  
Primero.- Mediante Resolución 3990/21, de 20 de septiembre, de la 

Presidencia de la Diputación de xxx1, se adjudica a qqqq, S.L., el contrato de 
obra de renovación de las redes de abastecimiento de agua de las calles ccc1, 
ccc2 y otras en el municipio de xxx2, por un importe de 125.112,16 euros (IVA 
incluido). 

 
El plazo de ejecución es de tres meses. El 9 de febrero se suscribe el acta 

de comprobación de replanteo. 
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Segundo.- Por Resolución 1130/22, de 21 de marzo, de la Presidencia, 

se amplía el plazo de ejecución de la obra hasta el 20 de junio de 2022, por 
causas no imputables a la contratista. 

 
Tercero.- El 15 de junio de 2022 la contratista solicita la rescisión del 

contrato “por trabajar con materiales peligrosos cuyo manejo no está indicado 
en el proyecto”. Manifiesta lo siguiente: 

 
“Nos dirigimos a usted porque han surgido una serie de unidades 

de obra no contempladas en el proyecto, las nuevas unidades de obra hacen 
imposible continuar con la obra sin poner en riesgo la salud de los trabajadores, 
pues se incumpliría la normativa sectorial. 

 
»La dirección de obra no ha informado en ningún momento que 

existiesen tuberías de fibrocemento. 
 
»(…). 
 
»En el proyecto redactado por D. yyy1 no se informa de la 

existencia de tuberías de fibrocemento. 
 
»En el estudio de seguridad y salud de dicha obra no se contempla 

la existencia de tuberías de fibrocemento. 
 
»La empresa qqqq S.L. no está dispuesta a manipular las tuberías 

de fibrocemento porque no quiere saltarse la ley y poner en riesgo la vida de 
sus trabajadores. 

 
»Según `Real Decreto 396/2006, de 31 de marzo, por el que se 

establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud aplicables a los 
trabajos con riesgo de exposición al amianto´, está prohibido que los trabajadores 
no cualificados para estos trabajos manipulen este tipo de tuberías”. 

 
Cuarto.- En contestación al escrito de la empresa, la dirección de obra 

emite informe técnico el 17 de junio de 2022 en los siguientes términos: 
 

“5.- Que el contratista adjudicatario tuvo conocimiento de la 
existencia de tuberías de material fibrocemento dentro de los seis (6) primeros 
días laborables de trabajo, puesto que en visita de obra efectuada con fecha 17 
de febrero junto con su representante (D. yyy2), se observa que ya han sido 
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instaladas conducciones nuevas que deberán conectarse a tubería existente de 
fibrocemento visible en la excavación abierta. El contratista no formula ninguna 
reserva o reparo al respecto. 

 
»6.- Que a lo largo del primer mes de ejecución, el contratista ha 

realizado distintas excavaciones en los puntos de entronque en los que ha 
podido observar que la conducción existente también era de fibrocemento. Este 
aspecto es imprescindible en este tipo de obras, puesto que deben conocerse 
con anterioridad las actuaciones necesarias para la ejecución de entronques en 
el menor tiempo posible, dado que conllevan la interrupción del suministro. 

 
»7.- Que durante el mes de marzo el contratista ha ejecutado 

varias conexiones en tubería de fibrocemento. 
 
»8.- Que en ningún momento durante todo este plazo temporal 

(febrero y marzo), el contratista ha formulado ningún reparo en relación con los 
trabajos que ha realizado sobre este tipo de material. 

 
»(…) 
 
»13.- Que, para dar solución a su solicitud, la dirección facultativa 

ha propuesto al constructor adjudicatario un Precio Nuevo de gestión del residuo 
de fibrocemento y la coordinadora de seguridad ha requerido al constructor la 
presentación de un Anexo al Plan de Seguridad, no habiendo obtenido respuesta 
alguna”. 

 
Quinto.- El 20 de junio de 2022 la contratista presenta un escrito en el 

que solicita: 
 

“La redacción de un modificado de proyecto, que contemple las 
nuevas unidades a ejecutar, ya que la unidad de trabajos en presencia de 
tuberías de fibrocemento no está contemplada en ninguno de los apartados del 
proyecto, conforme establece el Real Decreto 396/2006, de 31 de marzo. 

 
»(…) 
 
»La rescisión de contrato por no reflejar el proyecto la realidad de 

la obra ni la existencia de tuberías de fibrocemento y ser imposible la finalización 
de las mismas. 

 
»(…) 
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»La ampliación de plazo hasta que la administración saque a 

concurso los trabajos de tubería de amianto”. 
 
Sexto.- El 24 de junio de 2024 la dirección facultativa emite nuevo 

informe técnico en el que indica “Que la disposición de los medios adscritos por 
el constructor adjudicatario, así como su utilización, no ha sido adecuada para 
el cumplimiento del plazo de ejecución, de tal modo que la obra no está 
terminada a fecha 20 de junio por causas imputables al contratista, lo que 
consideramos que podría ser causa de resolución de contrato según el artículo 
211.d de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público”. 

 
Séptimo.- Por Resolución 4176/22, de 6 de septiembre, de la Presidencia, 

se incoa expediente de resolución del contrato, con base en la causa prevista 
en el artículo 211.1.d) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público (LCSP). 
 

Octavo.- Concedido trámite de audiencia, la contratista presenta 
alegaciones el 19 de septiembre 2022, en las que se opone a la resolución del 
contrato. Señala lo siguiente: “Recordar, a mayor abundamiento, que siendo la 
Diputación Provincial de xxx1 la parte responsable del estado de paralización de 
las obras y, por tanto, responsable y causante del incumplimiento del contrato, 
siendo la Diputación Provincial de xxx1 la incumplidora del contrato ello le impide 
proceder a la resolución unilateral del contrato por cuanto que sólo puede 
resolver un contrato la parte cumplidora, no la incumplidora y menos aún, 
intentar hacer recaer sobre la otra parte la responsabilidad de una paralización 
de las obras cuando éstas están paradas por no haber previsto en su Proyecto 
ni en sus pliegos la existencia de amianto en las tuberías a sustituir”. Solicita la 
liquidación y abono de las obras ejecutadas y la devolución de la garantía. 
 

Noveno.- Por Resolución 4818/24, de 2 de septiembre, de la Presidencia, 
se declara la caducidad del procedimiento de resolución del contrato (tal 
resolución no consta en el expediente remitido). 

 
Décimo.- El 2 de septiembre de 2024 se inicia un nuevo procedimiento 

de resolución del contrato (resolución que no obra en el expediente remitido). 
 

Undécimo.- La contratista presenta alegaciones el 4 de octubre 2024, 
en las que se opone a la resolución del contrato, e indica: “Resulta evidente que, 
en este caso, asumir la retirada y limpieza del amianto, constituye una 
modificación sustantiva del contrato, torna en prestación esencial por la longitud 
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del tramo a reponer, retirar y desinfectar, siendo `su cumplimiento resulte 
indispensable para alcanzar la finalidad del contrato y, en esa medida, satisfacer 
el interés de la contraparte´ (artículo 211.1.f Ley 9/2017)”. 

 
Añade: “Al no haber podido cumplir de manera total el objeto del contrato, 

y manteniendo que esta parte es la perjudicada de este expediente y debe ser 
resarcida por la Diputación, en su defecto y en todo caso, nos encontramos ante 
una irregularidad en el cumplimiento, aplicándose el principio de la moderación 
equitativa de la pena (art. 1.154 Código Civil –STS de 10 de marzo de 2014–), 
lo que ha venido siendo reconocido de forma sucesiva por el Consejo de Estado, 
respecto a la incautación de la fianza, que no puede practicarse sobre la 
totalidad de su importe, sino solo incautándose un porcentaje de la fianza igual 
al que representara la valoración de los daños y perjuicios, del importe total del 
contrato (dictámenes 46.546, de 20 de junio de 1984, y 46.105, de 5 de marzo 
de 1984, a los que se remite la STSJ Castilla y León de 16 de abril de 2015”. 

 
Duodécimo.- El 14 de octubre de 2024 se formula propuesta de 

resolución del contrato por incumplimiento del contratista. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 
4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el dictamen según 
lo establecido en el apartado tercero, 1.e), del Acuerdo de 6 de marzo de 2014, 
del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- La normativa aplicable viene determinada por el pliego de cláusulas 

administrativas particulares (PCAP) que rige el contrato, por la LCSP y por el 
Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
aprobado por el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre (RGLCAP).  
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En cuanto al procedimiento para la resolución, los artículos 190 y 191 de 
la LCSP establecen como trámites preceptivos la audiencia al contratista y al 
avalista en su caso, y, cuando se formule oposición por parte de este -como 
ocurre en el supuesto analizado-, el dictamen del Consejo de Estado u órgano 
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva.  

 
No consta acreditada la audiencia al avalista en el supuesto de que fuera 

persona distinta al contratista. 
 
La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar sus 

efectos corresponde al órgano de contratación, de acuerdo con los artículos 190 
y 212 de la LCSP y 109 del RGLCAP. 

 
Por otro lado, puede concluirse que no se ha producido la caducidad del 

procedimiento de resolución del contrato, al no haber transcurrido el plazo de 
ocho meses previsto en el apartado 2 de la disposición adicional primera de la 
Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras. 

 
3ª.- Según reiterada jurisprudencia, “el contrato de obras es típicamente 

un contrato de resultado. De ahí que tanto la Ley como el Reglamento, al 
desarrollar la ejecución de este contrato, hagan hincapié en los preceptos 
mencionados para resaltar la obligación del contratista de cumplir tanto los 
plazos parciales fijados para la ejecución sucesiva, como el general o final para 
su total realización. Item más, para la constitución en mora del contratista no 
se requiere interpelación o intimación previa por parte de la Administración; 
hasta tal punto que una racional presunción de incumplimiento del plazo final, 
deducido de la conducta del contratista en el desarrollo de la obra permite a la 
Administración optar por la resolución del contrato” (entre otras, sentencias del 
Tribunal Supremo de 20 de marzo de 1989, 14 de julio de 1986 y 12 de marzo 
de 1992). 

 
De ello se desprende que, transcurrido el término previsto en el contrato 

para su ejecución (28 de noviembre de 2021, plazo posteriormente prorrogado 
hasta el 5 de diciembre), el contrato estaría incurso en la invocada causa de 
resolución puesto que, como señaló el Consejo de Estado en su Dictamen 
912/1997, de 27 de febrero, “(…) el simple vencimiento de los plazos sin que la 
prestación del contratista esté realizada implica ipso iure la calificación de 
incumplimiento, pues el contrato administrativo tiene como elemento característico 
ser un negocio a plazo fijo, en el que el tiempo constituye una condición esencial”. 

 



 

7 

Sobre esta causa resolutoria existe una reiterada doctrina jurisprudencial 
(entre otras, sentencia del Tribunal Supremo de 10 de marzo de 1999) y del 
Consejo de Estado, en el sentido de que no basta cualquier incumplimiento 
contractual para que se produzca el efecto resolutivo, sino que ha de traducirse 
en una valoración del incumplimiento grave y de naturaleza sustancial del 
contrato, al ser la resolución la consecuencia más grave que puede derivarse de 
esta circunstancia. 

 
Asimismo, tal y como mantiene el Tribunal Supremo en sentencia de 14 

de diciembre de 2001, la resolución por incumplimiento del contrato ha de 
limitarse a los supuestos en que sea patente “una voluntad rebelde a su 
cumplimiento, sin bastar el simple retraso, al requerirse una pasividad dolosa, 
culposa o negligente imputable al contratista, como ha venido exigiendo la 
jurisprudencia de esta Sala a tales efectos”. 

 
Dicho lo que anticipa, una vez declarada la caducidad del procedimiento 

iniciado por Resolución 4176/22, de 6 de septiembre, de la Presidencia, se inicia 
un nuevo procedimiento en el que consta la concesión de audiencia a la contratista, 
que presenta alegaciones el 4 de octubre 2024. 
 

Así las cosas, en la propuesta de resolución se considera que procede 
desestimar las alegaciones presentadas por la contratista, en virtud de informes 
emitidos por los servicios técnicos antes de la presentación de aquellas. Así, 
señala: “Cumplimentados los trámites de dar audiencia al contratista, así como 
al avalista, y no habiéndose presentado por este último alegación alguna, en 
tanto que por la mercantil adjudicataria y a la vista de lo alegado por la misma, 
han sido consideradas improcedentes y consecuentemente no admisibles las 
mismas por los Servicios Técnicos Provinciales competentes, emitiéndose al 
efecto el oportuno informe y que obra, a semejanza de las ya citadas alegaciones, 
en el presente expediente de resolución contractual.” Por ello, parece que la 
propuesta de resolución no ha tenido en cuenta tales alegaciones, algunas 
formuladas ex novo. 

 
Finalmente, se recuerda que es preciso la remisión completa del expediente 

administrativo, incorporando toda la documentación relativa a la formalización 
del contrato, a las comunicaciones realizadas por la contratista y la dirección de 
obra referidas por la empresa en su escrito de alegaciones y, en su caso, informe 
técnico emitido para contestar las alegaciones de la contratista. 

 
En el supuesto examinado el expediente no incluye la totalidad de la 

documentación. No constan el escrito de 4 de mayo de 2022, en el que el 
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contratista comunica la paralización de los trabajos hasta la redacción de un 
proyecto modificado que contenga un estudio básico de seguridad en relación a 
las tuberías de fibrocemento existentes en el ámbito de la obra; el informe de 5 
de mayo de 2022 al que se refiere el punto 18 del informe de la dirección 
facultativa de 25 de junio de 2022, “en relación a esta solicitud, la coordinadora 
de seguridad solicitó la presentación de un Anexo al Plan de Seguridad 
inicialmente aprobado y la dirección facultativa elaboró un Precio Nuevo de 
gestión de residuo de fibrocemento que se propuso al constructor adjudicatario 
para su aprobación”; el informe de 28 de junio de 2022 emitido por el técnico 
de la Diputación de xxx1 y, visado por director del Área de Fomento; la 
acreditación de la audiencia al avalista; la Resolución 4818/24, de 2 de septiembre, 
de la Presidencia, por la que se declara la caducidad del procedimiento; y la 
resolución de la Presidencia por la que se inicia un nuevo procedimiento de 
resolución del contrato.  

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León informa: 
 
No procede emitir dictamen sobre el fondo del asunto en el expediente 

de resolución del contrato de obra de renovación de las redes de abastecimiento 
de agua de las calles ccc1, ccc2 y otras en el municipio de xxx2, suscrito entre 
la Diputación Provincial de xxx1 y la empresa qqqq, S.L., sin que, por ello, pueda 
entenderse cumplido el trámite del dictamen del Consejo Consultivo de Castilla 
y León. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  
 
 

 
 

 


